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20075 RESOLUCION de 29 de agosto de 1980, del Ayun­
tamiento de Hinojos, referente al concurso-oposición 
para proveer una plaza de Encargado general de 
Obras y Servicios y otra plaza de Electricista.

Vacante en este Ayuntamiento una plaza de Encargado ge­
neral de Obras y Servicios y otra plaza de electricista, se con­
voca concurso-oposición con arreglo a las bases que obran en 
el expediente preceptivo y que se hacen públicas en el anuncio 
de convocatoria enviado para su inserción en el «Boletín Oficial 
de la Provincia de Huelva», ajustándose las fechas de pre­
sentación de instancias y demás trámites de publicaciones a 
las que determine la de anuncio en dicho «Boletín Oficial».

Dichas plazas están dotadas con el nivel de proporcionali­
dad 3, correspondiendo sueldo base, dos pagas extras, grados 
y trienios y demás retribuciones complementarias establecidas 
en las normas legales.

Hinojos, 29 de agosto de 1980.—El Alcalde.—12.276-E.

20076 RESOLUCION de 3 de septiembre de 1980, del 
Ayuntamiento de Laviana (Oviedo), por la que se 
publica la lista provisional de admitidos y exclui­
dos a la oposición libre para la provisión de una 
plaza de Aparejador.

De conformidad con lo dispuesto en las bases de la convoca­
toria de oposición convocada por el excelentísimo Ayuntamiento 
de Laviana para la provisión de una plaza de Aparejador Muni­
cipal, se hace pública la lista de admitidos y excluidos a las 
indicadas pruebas selectivas:

Admitidos

D. Ricardo Javier Abad García.
D. Tomás Aparicio Sanjuán.
 D. Vicente Félix Calzada Amigo.

D. Francisco Manuel Camino Alvarez.
D. Adolfo Echegaray Hernández.
D. Alfonso Carlos Fernández García.
D. Pedro F. Fermández Monzón.
D. José Ricardo Fernández Reguera.
D Francisco Fernández Rivas.
D. Luis Ramón Fernández Suárez.
D. Ceferino García Buelga.
D. Juan Ramón García Jovellanos.
D. Ramón González Alvarez.
D. Ignacio Herrero Elena.
D. Joaquín Ñuño López.
D. Mario Luis Martínez Blanco.
D. Francisco N. Suárez Rozada.
D. José Luis Valcárcel González.

D. Severino Vázquez Ania.
D. Alfonso Yanes Fernández.

Excluidos -
Ninguno.

Lo que se hace público para conocimiento de los interesados 
a los efectos de reclamación, durante el plazo de quince días 
hábiles siguientes al de la publicación del presente anuncio en el 
«Boletín Oficia! del Estado».

Pola de Laviana, 3 de septiembre de 1980.—El Alcalde.—: 
12.378-E.

20077 RESOLUCION de 8 de septiembre de 1980, de la 
Diputación Provincial de Almería, referente a la 
oposición libre a dos plazas de Ingeniero de Cami­
nos, Canales y Puertos.

En el «Boletín Oficial» de la provincia número 201, de fecha 
1 de septiembre de 1980, aparece publicado el texto íntegro de 
la convocatoria y programa para cubrir, mediante oposición 
libre, dos plazas de Ingeniero de Caminos, Canales y Puertos, 
vacantes en la plantilla de funcionarios de esta excelentísima 
Diputación.

Dichas plazas están dotadas con el sueldo correspondiente 
al coeficiente 5 (nivel de proporcionalidad 10), grado, pagas 
extraordinarias, trienios y demás retribuciones que puedan co­
rresponderles.

El plazo de presentación de instancias es de treinta días há­
biles, contados a partir del siguiente a aquel en que aparezca 
el presente anuncio en el «Boletín Oficial del Estado».

Almería, 8 de septiembre de 1980.—El Presidente.—José Fer­
nández Revuelta.—5.632-A.

20078 RESOLUCION de 8 de septiembre de 1980, de la 
Diputación Provincial de Almería, referente a la 
oposición libre a dos plazas de Ingeniero Técnico 
de Obras Públicas.

En el «Boletín Oficial» de la provincia, número 202, de 2 de 
septiembre de 1980, aparece publicado el texto íntegro de la 
convocatoria y programa para cubrir, mediante oposición libre, 
dos plazas de Ingeniero Técnico de Obras Públicas, vacantes en 
la plantilla de funcionarios de esta excelentísima Diputación.

Dichas plazas están dotadas con el sueldo correspondiente 
al coeficiente 3,6 (nivel de proporcionalidad 8), grado, dos pa­
gas extraordinarias, trienios y demás retribuciones que puedan 
rresponderles.

El plazo de presentación de instancias es de treinta días 
hábiles contados a partir del siguiente a aquel en que apa­
rezca el presente anuncio en el «Boletín Oficial del Estado».

Almería, 8 de septiembre de 1980.—El Presidente, José Fer­
nández Revuelta.—5.631-A.

III. Otras disposiciones

MINISTERIO DE JUSTICIA

20079 RESOLUCION de 3 de septiembre de 1980, de la 
Dirección General de los Registros y del Notaria­
do, en el recurso gubernativo interpuesto por el 
Notario de Valencia don Joaquín Sapena Tomás 
contra la negativa de este funcionario a inscribir 
copia de la escritura de modificación de Estatutos 
por cambio de domicilio social de la Sociedad 
«Construcciones Batasal, S. L.».

En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de Va­
lencia don Joaquín Sapena Tomás contra la negativa de V. S. a 
inscribir copia de la escritura de modificación de estatutos por 
cambio de domicilió social de la Sociedad «Construcciones Ba­
tasal, S L.»;

Resultando que por escritura de 15 de marzo de 1972 se cons­
tituyó la Entidad «Construcciones Batasal, S. L.», establecién­
dose en el artículo 8.° de los Estatutos que «la administración 
de la sociedad competerá a uno o varios Gerentes», y en el 
pacto III de la escritura, fundacional se disponía que «los compa­
recientes, don Luis Bayona Chomet, don Ramón Tamarit Olmos 
y don Vicente Salcedo Arce, reunidos en primera Junta general 
se designan a sí mismos Gerentes de la Sociedad, con facultades 
mancomunadas entre dos cualesquiera de ellos, por lo que para 
representar a la Sociedad, siempre tendrá que firmar conjunta­

mente dos de los tres»; que la citada Entidad celebró el día 
24 de septiembre de 1978 Junta general extraordinaria y univer­
sal, adoptándose el acuerdo de trasladar el domicilio social a otra 
calle de la misma ciudad y facultar al Gerente y socio de la 
misma, don Ramón Tamarit Olmos, para que comparezca ante 
Notario, eleve a escritura pública los precedentes acuerdos y 
formalice cuanta documentación sea necesaria hasta lograr su 
inscripción en el Registro Mercantil correspondiente; que, con 
fecha 23 de octubre de 1978, don Ramón Tamarit Olmos compa­
reció ante el Notario de Valencia don Joaquín Sapena Tomás, 
otorgando la correspondiente escritura de modificación de Es­
tatutos;

Resultando que presentada copia de la precedente escritura 
en el Registro Mercantil fue calificada con nota del tenor literal 
siguiente: «Suspendida la inscripción del presente documento 
que fue presentado a las doce horas treinta minutos del día vein­
ticuatro de abril de mil novecientos ochenta, al folio doscientos 
nueve del tomo treinta y tres del diario, asiento número mil 
cuatrocientos veintinueve, por adolecer del defecto subsanable 
siguiente:

Carecer el compareciente por sí solo de facultades repre­
sentativas conforme a lo dispuesto en el artículo 8.° de los Es­
tatutos sociales y pacto III de la escritura fundacional. No se 
solicitó anotación preventiva.»

Valencia a 3 de mayo de 1980;
Resultando que el Notario autorizante de la escritura inter­

puso recurso gubernativo contra la anterior calificación y alegó: 
Que para la constancia en escritura pública de los acuerdos de
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los órganos do una Sociedad y de los negocios otorgados al 
amparo o en cumplimiento de los mismos es preciso que quien 
intervenga por aquélla pruebe al Notario las facultades que 
tenga para hacerlo, teniendo lugar esto último de alguna de las 
siguientes maneras: Si se trata de órgano personal, una sólo o 
varias personas físicas mencom un ademente, serón ellos los que 
comparezcan y declaren su voluntad; si se trata de un órgano 
colegiado, podrá acreditarse bien directamene al recibir el No­
tario le declaración de voluntad del órgano asistiendo a la 
reunión, bien al delegarse por documento interno en una per­
sona, bien admitiendo la delegación en quien tenga la condición 
de órgano social o de miembro de él, siendo esta última solu­
ción la que en la práctica se acepta, actuando por los órganos 
colegiados, Juntas l Consejos, quien como miembro de la So­
ciedad figure públicamente; que frente a la figura del repre­
sentante, que es quien actúa por otro sustituyéndole en su de­
claración de voluntad y estando facultado para elaborar y ma­
nifestar esa voluntad, el nuntius, al ser un mero manifestante, 
correo o portador de una voluntad formulada por su principal, 
no precisa poder alguno para acreditar su misión, siendo sufi­
ciente con exhibir la credencial que justifique, que se le ha 
encomendado esa exteriorización- que en el caso que nos ocupa, 
la formalización escrituraria del acuerdo no precisa tener con­
ferida la representación de la Sociedad, es decir, poder, siendo 
suficiente una credencial, que la ostenta por la propia decisión 
del órgano emitente confiriéndola a quien por la constancia de 
su cargo social en el Registro está legitimado como portavoz, y 
sin necesidad de escritura intermedia cual se precisarla en el 
caso de la delegación en un extraño; que el otorgante de la escri­
tura es uno de los administradores de la Sociedad justificando, a 
través de la certificación unida, que tai misión le ha sido enco­
mendada, limitándose su actuación a plasmar en escritura lo que 
ya consta y tal como consta en la certificación, ya que no se 
trata de representar a la Sociedad en el sentido estricto de la 
palabra; que si en el caso de administradores mancomunados se 
exige que actúen en el número que los Estatutos fijan para repre­
sentar a la Sociedad, es decir, tal como tengan atribuida esta 
representación, en el supuesto de que la representación esté 
atribuida a un Consejo u órgan- colegiado, éste deberá actuar 
como para representar a la Sociedad se exija, es decir, por 
acuerdo colegial, y así el acuerdo de la Junta precisarla para 
su formalización del acuerdo del Consejo delegando en una per­
sona; que, si por constumbre, el Presidente podrá por sí cum­
plimentar los acuerdos del Consejo, los de la Junta compete 
cumplimentarlos a aquella persona, órgano social o parte de 
órgano, debidamente inscrito, en quien ella delegue; que si lo 
que se pretende es reforzar la legalidad del acto cuya inscrip­
ción se solicita, es de hacer notar que, según consta en la hoja 
registral, los tres únicos socios son administradores y dos de 
ellos intervienen en la certificación, Secretario y Presidente, y 
el tercero otorga la escritura;

Resultando que el Registrador Mercantil acordó mantener la 
nota de calificación, alegando: Que la cuestión debatida en el 
presente recurso ha do centrarse en examinar si el otorgante de 
la escritura actúa en nombre y representación de la Sociedad 
«Construcciones Batasal, S. L.», y si admitido el que así sea, 
ejercita tal representación en la forma prevenida para actuar 
en los Estatutos sociales y en la escritura fundacional; que res­
pecto a la primera cuestión es evidente quu al afectar el acto 
escriturado a la Sociedad y no al otorgante como persona físi­
ca, no actúa por si, sino en nombre de la persona jurídica; 
que admitida esta premisa es preciso concluir que al actuar 
don Ramón Tamarit Olmos como representante legal, no ejer­
cita la representación en la forma prevenida por el artículo 8 
de los Estatutos y el paco III de la escritura fundacional al exi­
girse la actuación de dos cualesquiera de los tres administra­
dores-, que respecto a la cuestión planteada por el recurrente 
de a quién corresponde ejecutar los acuerdos de la Junta, en 
caso de ser un órgano personal —una sola o varias personas 
físicas mancomunadamente— como afirma el propio Notario, 
son ellos los que comparecen y declaran su voluntad y éste es el 
caso cuestionado: Son varias personas físicas las designadas 
para que actúen mancomunadamente y asi han de comparecer; 
que en el caso de que exista Consejo de Administración, de las 
tres posibilidades apuntadas por el recurrente, sólo serla admi­
sible la señalada en último lugar —quien tenga la condición de 
órgano Social—, pero siempre que se actúe en la forma que al 
respecto establezca para ejercitar la representación le escritura 
social, pues la Junta, mientras no módifique los pactos sociales, 
es la primera obligada por ellqs; que tampoco es admisible la 
actuación —en las Sociedades limitadas— en representación de 
los órganos colegiados de cualquier administrador o de un socio 
que figure como tal en la hoja registral puesto que es preciso 
el acuerdo que faculte y designe a la persona que ha de 
actuar; que lo que a juicio del Notario es una credencial, no es 
más que una representación con sustitución en la emisión de la 
voluntad con incumplimiento del requisito de la forma (artículos 
1.280, 5, del Código Civil y 257 del Reglamento Notarial) si se 
trata de un extraño y con infracción de estos preceptos, pactos 
sociales y del artículo 1 230 del mismo Código si se atribuye a un 
miembro del órgano colegiado en forma distinta a le señalada 
en I03 Estatutos sociales para ejercer la representación; que, 
en definitiva, si quienes actúan son los representantes legales 
de la Sociedad han de hacerlo en la forma que prevé la

escritura social, y si es persona distinta, aunque se trate de 
alguna de las personas que integren ei órgano social colegiado, 
precisarán del oportuno poder consignado en escritura-pública; 
que tampoco es admisible la afirmación de que «por costumbre» 
los acuerdos de la Junta compete cumplimentarlos a aquella 
persona, órgano social o parte de órgano debidamente inscrito 
en quien ella delegue, porque si se tratase de un órgano cole­
giado debería actuar como para representar a la Sociedad se 
exija, aunque si bien el acuerdo del órgano representativo puede 
facultar a uno de sus miembros, como resulta para un caSo 
Bimilar del artículo único del Decreto de 21 de febrero de 1958, 
porque la ejecución de los acuerdos de la Junta compete a los 
órganos de gestión no por -costumbre sino por su condición de 
representante social y porque de seguir la tesis del recurrente de 
innecesidad del previo poder, se llegaría al absurdo de que si la 
Junta acuerda vender un inmueble especificando -todos los datos 
precisos para la venta y faculta para ello a cualquier persona, 
ésta podría realizar la venta sin necesidad de otorgarle el 
oportuno poder, lo que supone una infracción de los artículos 
1.713 y 1.280, 5.,°, del Código Civil y artículo 257 del Reglamento 
Notarial; que tampoco resulta aceptable la opinión de que los 
tres únicos socios intervienen porque dos expiden la certifica­
ción y el tercero comparece en la escritura, ya que sólo inter­
viene el compareciente y porque la legitimación de firmas de la 
certificación no puede sustituir al juicio de capacidad notarial 
ni suplir la manifestación de voluntad; que, como conclusión, de 
las manifestaciones del propio recurrente se deduce su confor­
midad con el defecto señalado según resulta de las expresiones 
literales tanto de la escritura como del esorito de interposición 
del recurso;

Vistos los artículos 1.280, 5.°, del Código Civil, 7, 8.°, y 11 dé 
la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada de 17 de 
julio de 1953; 88, 6.°, y 120, 8.°, del Reglamento del Registro 
Mercantil de 14 de diciembre de 1958, y las Resoluciones dé 
20 de julio de 1966 y 25 de agosto de 1976;

Considerando qué la Sociedad mercantil, como toda persona 
jurídica requiere del mecanismo ordinario y adecuado para 
poder actuar en la vida cotidiana, que en definitiva siempre 
habrá de hacerlo a través de la correspondiente o correspon­
dientes personas físicas que son quienes pueden exteriorizar 
la voluntad social, y que tanto si se les estima como mandata­
rios —tesis clásica— o bien como órgano de la propia Sociedad 
—tesis más moderna— es necesario que justifiquen la relación 
que los liga a la Sociedad;

Considerando que además toda Sociedad al igual que cual­
quier persona, física puede actuar no sólo por sí misma en la 
forma señalada en él Considerando anterior sino también por 
medio de otros personas a las que confiere el necesario apode- 
ramiento, distinción ésta a la que como es natural no es ajena 
nuestra legislación mercantil según se deduce del artículo 77 de 
la Ley de Sociedades Anónimas, pero tanto en uno como en 
otro caso —actuación de la Sociedad en nombre propio a través 
de su propio órgano o actuación por medio de apoderado espe­
cialmente autorizado, se han de cumplir las normas legales so­
bre la materia que en el primer supuesto y tratándose de So­
ciedades de Responsabilidad Limitada están recogidas en los 
artículos 7, B.°, de la Ley y 120, 8.°, del Reglamento del Registro 
Mercantil, mientras que en el segundo supuesto, y de acuerdo 
cor. el artículo 1.280, 5.°, del Código Civil, será necesario para 
que pueda actuar dicho apoderado el otorgamiento de la corres­
pondiente escritura pública por parte de la Sociedad y este poder 
requier en unos supuestos ser inscrito en el Registro Mercantil 
y en otros no lo requiere, según establece el artículo 88 de su 
Reglamento;

Considerando que en el presente caso la ejecución del acuer­
do social no se ha realizado a través de la reprsentación or­
gánica con arreglo a la norma estatutaria pactada en la es­
critura de constitución que establece que la representación de 
la Sociedad corresponde mancomunadamente a dos de los 
tres Gerentes o reprsentantes designados, norma de obligado 
acatamiento para la propia Junta en tanto no se modifiquen los 
Estatutos sociales, sino que por el contrario para cumplimentar 
el acuerdo se ha recurrido a uno solo de ellos en calidad de 
simple nuncius;

Considerando por último, y tal como se ha indicado anterior­
mente, al no realizar la Sociedad por sí misma y a través de su 
órgano de gestión correspondiente la ejecución del acuerdo adop­
tado, la persona que actúa en su nombre —sea un extraño o 
incluso uno de sus propios representantes que por si solo carece 
de facultades para usar de la firma social según los Estatutos en 
vigor— habrá de justificar la representación a través del docu­
mento adecuado —artículo 1.260, 5.°, del Código Civil— lo que no 
ha tenido lugar,

Esta Direoción General ha acordado confirmar el acuerdo y 
nota del Registrador.

Lo que con devolución del expediente original comunico a 
V. S. para su conocimiento, el del recurrente y efectos.

Dios guarde a V. S muchos años.
Madrid, 3 de septiembre de 1980.—El Director general, Fran­

cisco Javier Die Lamana.

Sr. Registrador Mercantil de Valencia.


